
a Protección Infantil en España inició un cambio
fundamental a partir del año 1987 con la entra-
da en vigor de la denominada Ley 21/87 (que

modificaba algunos artículos del Código Civil en materia
de adopción) y con la transferencia a los Servicios So-
ciales de las Comunidades Autónomas de las competen-
cias sobre la intervención con los niños y niñas víctimas
de desprotección familiar. El cambio legislativo y la
transferencia de competencias supusieron una brusca
“desjudicialización” y el inicio de un proceso de descen-
tralización en el afrontamiento de las situaciones de des-
protección infantil (para disponer de un análisis
completo de la legislación estatal y autonómica en esta
materia se puede consultar González Soler, 2000).
Se considera que se produjo tal desjudicialización por-

que a partir de ese momento las Comunidades Autóno-
mas se convirtieron en las entidades competentes para,
(1) valorar las situaciones de desprotección y proceder a

la denominada “declaración de desamparo” y como
consecuencia de ello para (2) asumir de manera “auto-
mática” la tutela del menor sin necesidad de una previa
decisión judicial. No obstante, la legislación vigente des-
de entonces en España garantiza la supervisión de estas
medidas por parte del sistema judicial y permite que el
procedimiento se lleve a cabo con garantías jurídicas
para las familias biológicas a quienes se les haya quita-
do de manera temporal o definitiva la tutela de algu-
no/os de sus hijo/as. 
Pero lo más relevante de lo ocurrido a lo largo de estos

20 últimos años en la protección infantil española está
relacionado con el hecho de que los Servicios Sociales
de las Comunidades Autónomas y las entidades locales
han debido de asumir casi todas las competencias de la
protección infantil partiendo de unos principios de actua-
ción diferentes a los que hasta entonces se venían apli-
cando. Estos principios ya estaban presentes en el texto
de dichas modificaciones del Código Civil o Ley 21/87. 
A nadie le parecerá sorprendente que la forma y el rit-

mo con que cada una de las Comunidades Autónomas
de España ha llevado a cabo este proceso de cambio
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hayan sido diferentes. Conviene señalar que ni a lo lar-
go de estos últimos 20 años ni en la actualidad se puede
afirmar que situaciones similares de desprotección infan-
til hayan podido ser o puedan ser abordadas en diferen-
tes lugares del territorio español aplicando las medidas
que se derivarían de similares principios de actuación.
La aplicación de los principios que rigen la Ley de No-
viembre de 1987 exige la existencia de una importante
diversidad de recursos y de un elevado número de profe-
sionales con formación y preparación muy especializa-
das. Probablemente, en la actualidad en ninguna CCAA
se pueda afirmar que se dispone de dicha variedad de
recursos ni de un número suficiente de dichos profesio-
nales y, además, resulta fácil observar los importantes
desequilibrios que hay entre las diferentes CCAA en
cuanto a recursos y profesionales.
Por tanto, es importante señalar desde el principio de

esta breve revisión de la evolución pasada y de la situa-
ción actual de la protección infantil en España que sigue
siendo un reto de gran relevancia para el próximo futuro
el que se garantice que, en cualquier lugar del territorio
español, todos los niños y niñas que sufren una situación
de desprotección y sus familias van a recibir la interven-
ción que necesitan y la que cumpliría los principios lega-
les vigentes. 
Pero para poder justificar lo expuesto en los párrafos

anteriores, para poder analizar con mayor precisión lo
ocurrido a lo largo de estos años y para poder valorar
las necesidades de desarrollo del sistema de protección
infantil en cada CCAA y en cada Municipio resulta im-
portante revisar cuáles fueron los cambios que se inten-
taban generar (y que en cierta medida se fueron
produciendo) con la entrada en vigor de la legislación
de protección infantil de 1987. Estos se pueden resumir
en algunos puntos básicos:
1. Partiendo de una situación en la que predomina la re-

cepción pasiva de los casos de maltrato infantil más
severos y más extremos, se trata de evolucionar hacia
el desarrollo de programas y recursos que permitan
una detección activa de la máxima cantidad de los
casos existentes incluyendo los de una menor severi-
dad. A lo largo de los años noventa se presentan dife-
rentes estudios que testifican un importante aumento
de las notificaciones de casos de desprotección infantil
en todas las CCAA. (De Paúl y Arruabarrena, 1995;
Reina Sofía, 2002; Saldaña, Jiménez y Oliva, 1995).
La sensibilización de los profesionales y de la pobla-

ción general con respecto a los menores que son vícti-
mas de maltrato infantil está en la base de este au-
mento de la detección que casos. Pero este aumento
de casos notificados a los Servicios Sociales de Base y
Especializados ha provocado en muchas ocasiones
fuertes crisis en el propio sistema de protección infan-
til. La creación de nuevos recursos y la incorporación
de nuevos profesionales no era nunca suficiente para
abordar tal aumento de casos y a la vez poder pro-
porcionar la atención de calidad que requerían dichos
casos. 

2. Unido a este aumento permanente en la recepción de
casos, se ha intentado introducir un cambio sustantivo
en la forma en que se debe proceder a la intervención
con los mismos. Se trataba de que el sistema de pro-
tección infantil fuera dejando poco a poco de estar
compuesto únicamente por recursos que de manera
casi generalizada procedían a la separación de su fa-
milia biológica de los menores víctimas de desprotec-
ción y a su ingreso (hasta alcanzar la mayoría de
edad) en un centro u hogar de acogimiento residen-
cial o a la formalización de una adopción. El cumpli-
miento de la legislación vigente ha obligado a los
responsables políticos de las CCAA a gestionar el de-
sarrollo de nuevos programas y recursos capaces de
promover, además del acogimiento residencial, otro
tipo de medidas. Entre estas medidas alternativas de-
bían destacar las que dieran prioridad y permitieran
el mantenimiento del menor en su familia de origen o
su incorporación a una familia alternativa. Además,
se debía de disponer de recursos que, en caso de se-
paración del menor, favorecieran la provisionalidad
de dicha medida y el posible retorno del menor con
su familia de origen. 

3. Este cambio de modelo de intervención exigía un au-
mento en la diversidad y en la complejidad organiza-
tiva de los diferentes recursos que se debían poner en
funcionamiento. Y esto ocurrió básicamente porque se
empezó a exigir un tratamiento individualizado de
cada situación familiar con su correspondiente eva-
luación y porque se asumió que se debían de hacer
todos los esfuerzos técnicos y profesionales para posi-
bilitar la capacitación de las familias en las que se hu-
bieran producido situaciones de desprotección con el
objetivo de (1) evitar la separación del menor y de (2)
promover su reintegración a la familia de origen en
caso de necesaria separación temporal. 
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4. La incorporación de los psicólogos/as a los equipos
públicos o concertados que trabajan en protección de
menores se fue produciendo de manera gradual, pero
muy importante en términos absolutos, a lo largo de
la década de los años noventa. Parece evidente que
las actuaciones que se debían llevar a cabo con las
familias y los menores no se podían realizar única-
mente por las trabajadoras/es sociales, profesión
hasta entonces predominante en los servicios sociales. 

Cualquier profesional conocedor del sistema de protec-
ción infantil español será consciente en este momento de
la lectura de esta breve revisión de la muy reciente histo-
ria de la protección infantil española que en la mayoría
de las situaciones, los cambios que se señalan siguen es-
tando pendientes de alcanzar y que en algunos casos,
incluso, se podría considerar que se encuentran en su fa-
se inicial. 
En posteriores artículos de esta publicación se van a

abordar los temas fundamentales de la evaluación de las
familias y los menores, la intervención familiar, el acogi-
miento familiar y el acogimiento residencial y la adop-
ción. No es objetivo de este trabajo el revisar aspectos
técnicos concretos de cada una de estas funciones, pero
sí puede resultar de interés presentar una valoración glo-
bal de cuál es la capacidad real del sistema de protec-
ción infantil en España para garantizar que los menores
víctimas de desprotección infantil reciben la atención que
nuestra legislación exige.

CARACTERÍSTICAS GENERALES DEL MODELO DE
INTERVENCIÓN EN PROTECCIÓN INFANTIL
El modelo de intervención que se deriva de la legislación
estatal y de las legislaciones de las Comunidades Autó-
nomas en materia de protección infantil supone que se
deben de llevar a cabo con la máxima eficacia las si-
guientes funciones:
1. En caso de notificación de una sospecha de despro-

tección, verificar la existencia o no de dicha situación
de desprotección y conocer el riesgo en que se en-
cuentra el menor de volver a ser víctima de la misma. 

2. Disponer de toda la información pertinente y necesa-
ria sobre la familia y el menor, es decir, evaluar a la
familia y al menor, para elaborar hipótesis sobre los
posibles factores de riesgo que permitirían explicar la
existencia de dichas situaciones de desprotección.

3. A partir de toda la información disponible, elaborar
planes de caso suficientemente precisos en los que se

describan (1) los objetivos de intervención, (2) los re-
cursos que deben ser puestos en funcionamiento y el
tiempo de su aplicación y (3) el pronóstico de dicha
intervención.

4. En los casos en los que se considere oportuno y nece-
sario se deben de poner en funcionamiento los recur-
sos adecuados para evitar la separación del menor de
su familia o para que ésta sea lo más breve posible
cuando se deba proceder a la separación temporal.
Esto implica la necesaria disponibilidad de recursos
eficaces para el tratamiento de las familias en las que
se producen situaciones de desprotección. Resulta im-
portante señalar en este momento que el tratamiento
de este tipo de familias que presentan severas situa-
ciones de desprotección a sus hijos/as ha sido un te-
ma controvertido. Se ha discutido y cuestionado la
posibilidad de conseguir cambios en familias que de-
ben acudir de manera forzada a este tipo de interven-
ciones y que no presentan en su mayoría una
adecuada conciencia de problema o motivación de
cambio (Arruabarrena y De Paúl, 2002). No obstan-
te, hay un acuerdo generalizado de que (1) en un
porcentaje razonable de familias se puede afrontar
una intervención de este tipo con garantías de que se
van a alcanzar mejoras suficientes para conseguir el
mantenimiento del menor en la misma y que, (2) si se
alcanzan dichos resultados (aunque sean de objetivos
muy limitados), resulta una alternativa más adecuada
a las necesidades de los menores que su separación
(De Paúl y Arruabarrena, 2003).

5. En caso de separación del menor de la familia de ori-
gen, el recurso alternativo de primera elección es el aco-
gimiento familiar. Tal y como se señalará en uno de los
artículos de esta publicación, resulta uno de los recursos
de mayor complejidad organizativa por la necesaria
adecuación de las características de las familias acoge-
doras a las necesidades de los menores. Por ello, ad-
quiere una especial relevancia la calidad y eficacia de
los recursos profesionales dedicados a la (1) evaluación
y formación de las familias acogedoras, (2) a la selec-
ción de la familia acogedora más adecuada para cada
menor y (3) al apoyo técnico y profesional a las familias
acogedoras para la adecuada integración de los meno-
res y la cobertura de sus necesidades específicas. 

6. En aquellas situaciones en las que es necesaria la se-
paración del menor de su familia biológica pero se
considera que el menor no se beneficiaría de su inte-
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gración temporal en una familia acogedora se debe
proceder al ingreso del mismo en un centro de acogi-
miento residencial. 

7. Por último, resulta imprescindible señalar que en cual-
quiera de las opciones que se hayan tomado para ga-
rantizar la desaparición de la si tuación de
desprotección resulta imprescindible llevar a cabo una
evaluación completa de los menores para tratar de
identificar la posible existencia de daños psicológicos
y, en su caso, proceder al tratamiento que garantice
en la medida de lo posible la desaparición de las po-
sibles secuelas derivadas de la situación de desprotec-
ción de manera que el menor pueda alcanzar el
máximo ajuste psicosocial posible. 

Si se revisan las funciones que se han señalado en los
siete puntos anteriores, resulta evidente que en todas ellas
se requiere de equipos profesionales con una formación
especializada para llevarlas a cabo y que, en buena parte
de ellas, resulta imprescindible la figura de profesionales
de la psicología con diferentes tipos de especialización. 
La verificación de las situaciones de desprotección in-

fantil supone, en muchas ocasiones, el llevar a cabo acti-
vidades que pueden estar cercanas a las de los
profesionales que trabajan en el ámbito de la psicología
forense. La evaluación diagnóstica de la familia, de ca-
da uno de los padres, de sus relaciones de pareja, de los
menores y del contexto psicosocial en el que se desarro-
llan constituye una de las funciones propias de los psicó-
logos/as con una formación de tipo clínico y psicosocial.
La intervención dirigida a la capacitación de las familias
en las que se produce una situación de desprotección
hacia sus hijos/as requiere de la participación de equi-
pos de profesionales en los que la figura del psicólogo/a
se hace imprescindible. La evaluación de la idoneidad
de las familias acogedoras (sean familias extensas o aje-
nas) y de las familias solicitantes de adopción incluye
una parte evidentemente relevante de evaluación de as-
pectos de tipo psicológico de la misma manera que ocu-
rre con las intervenciones de apoyo a las familias
acogedoras y/o a las familias adoptantes en el proceso
de integración en las mismas de los menores acogidos.
Lo expuesto en los párrafos anteriores sugiere que a lo

largo de estos años y, por tanto, en el futuro próximo la
intervención en situaciones de protección infantil ha exi-
gido y seguirá exigiendo de la participación de un nú-
mero importante de profesionales con un alto nivel de
especialización. Pero también parece derivarse de lo ex-

puesto en dichos párrafos que la eficacia de dichas in-
tervenciones requiere de una participación muy relevante
de psicólogos/as con formación y especialización para
cumplir las funciones señaladas y capaces, a la vez, de
desarrollar su trabajo en colaboración con profesionales
de otros ámbitos, principalmente, trabajadores sociales y
educadores sociales. 
Se puede constatar que la incorporación de psicólo-

gos/as al ámbito de trabajo de la protección infantil ha
sido muy importante en los últimos años. Sin embargo,
probablemente todos los profesionales de la psicología
que trabajan en los dispositivos de protección a la infan-
cia (desde la administración pública o en equipos con-
certados con la misma) pueden admitir que su formación
previa no era la suficiente ni la adecuada para afrontar
la mayoría de las funciones que han debido de abordar.
Sigue siendo de una extraordinaria importancia el que
los profesionales que vayan a iniciar una actividad pro-
fesional en el ámbito de la protección infantil adquieran
previamente la especialización que precisan. Y esto es
aplicable tanto a los psicólogos como a los trabajadores
sociales y a los educadores sociales. La universidad es-
pañola y los colegios profesionales tienen una importan-
te responsabil idad para dar respuesta a estas
necesidades formativas. 
La valoración que aquí se presenta sobre la evolución y

sobre la situación actual del funcionamiento del sistema
de protección infantil en España tiene como objetivo to-
mar una cierta perspectiva general desde la que señalar
algunas necesidades de mejora del mismo. Para alcan-
zar este objetivo, resulta útil retomar el tema de la des-
centralización de los recursos. 

DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS EN PROTECCIÓN
INFANTIL EN LOS SERVICIOS SOCIALES
Hasta aquí se ha comentado el proceso de descentraliza-
ción de las competencias hacia las CCAA y los retos que
se debieron de afrontar al asumir dichas competencias.
Pero a lo largo de estos últimos años y especialmente a
partir de la mitad de la década de los años noventa, y
coincidiendo con la publicación de la Ley de Protección
Jurídica del Menor 1995, se puede observar el desarrollo
de lo que se puede denominar como una segunda descen-
tralización dentro de cada una de dichas CCAA. 
Esta segunda descentralización se hace a partir de una

distribución de funciones entre los Servicios Sociales Es-
pecializados que forman parte de los gobiernos autonó-
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micos y los Servicios Sociales de Base dependientes de
las entidades locales y Ayuntamientos, que implica en la
práctica un intento por distribuir los casos que son com-
petencia de cada una de las dos administraciones (auto-
nómica y local). En la medida en que la competencia
para la “declaración de desamparo” y la asunción de la
“tutela automática” corresponde en exclusiva a la Comu-
nidad Autónoma desde el inicio de este nuevo proceso,
los Servicios Sociales Especializados en Protección Infan-
til dependientes directamente de la administración auto-
nómica asumen la intervención con los casos de mayor
grado de severidad, es decir, aquellos en los que se de-
clara la situación de “desamparo”. En estos casos, su in-
tervención fundamental se centra en el acogimiento
familiar, en el acogimiento residencial y en la adopción,
es decir, en la gestión de la intervención con el niño/a y
su familia a partir del momento en el que se procede a
la separación del menor. 
Por otra parte, en términos generales, se considera que

los Servicios Sociales de Base en cuanto recurso más
“cercano” a la realidad social de los ciudadanos debe
asumir la función de “puerta de entrada” al sistema de
todos los casos de menores en desprotección con la ex-
cepción de aquellos más graves que acudan a través de
procedimientos de urgencia. Además, los Servicios So-
ciales de Base deben de asumir con carácter general to-
das las funciones relacionadas con la prevención de las
situaciones de desprotección infantil. Y por prevención se
entiende en este tipo de casos, la intervención con todas
las situaciones de desprotección infantil en las que no se
procede a la declaración de desamparo. En el año
1995, la legislación española acuña el término “caso de
riesgo” para referirse a los casos en los que un menor se
encuentra en situación de desprotección, pero ésta no al-
canza la gravedad suficiente para proceder a la decla-
ración de desamparo y por tanto, a la separación del
menor de su familia de origen. 
Por tanto, se puede afirmar que a partir de dicha distri-

bución de competencias, en España los Servicios Socia-
les de Base asumen, en protección infanti l ,  las
responsabilidades de (1) recepción de las notificaciones
de sospechas de desprotección, (2) investigación de di-
chas notificaciones, (3) evaluación de las situaciones fa-
miliares en las que se ha confirmado la sospecha de
desprotección y (4) la intervención con aquellos menores
y familias en los que se considera que la situación no al-
canza un “determinado” grado de severidad. 

En definitiva, esta descentralización del funcionamiento
del sistema de protección infantil implica en la práctica
cotidiana que algunas de las labores más relevantes de
la protección (evaluación de las familias y los menores e
intervención familiar) recaen sobre los recursos de los
Servicios Sociales de Base. En sí misma, no hay razones
para considerar a esta distribución de funciones como
adecuada o inadecuada, pero parece bastante claro que
la eficacia del funcionamiento del sistema en su conjunto
depende de la capacidad de los Servicios Sociales de
Base para dotarse de recursos suficientes.

LA COORDINACIÓN ENTRE PROFESIONALES Y ENTRE
RECURSOS
Los problemas derivados de esta distribución de funcio-
nes (bastante generalizada en la mayoría de las CCAA)
y de la dotación de recursos que se ha podido alcanzar
probablemente se observan cuando se pregunta a los
profesionales de la protección infantil su opinión sobre
cuáles son los puntos más débiles del sistema. Entre las
respuestas a dicha pregunta, probablemente habría un
cierto acuerdo en resumir dichos “puntos débiles” en
dos: (1) descoordinación y ausencia de criterios comunes
entre los diferentes recursos y profesionales e (2) insufi-
ciencia de recursos para afrontar el conjunto de funcio-
nes que se deben desempeñar con los menores y sus
familias.
Cuando se utilizan los términos de “falta de coordina-

ción” o de “ausencia de criterios comunes”, se suele estar
haciendo referencia a discrepancias tanto de tipo “verti-
cal”, es decir, entre los Servicios Sociales de Base y los
Servicios Especializados como de tipo “horizontal”, es de-
cir, entre los profesionales de los propios Servicios Socia-
les de Base y de los propios Servicios Especializados.
Tampoco suele hacerse referencia a medidas concretas
para resolver tal problema de descoordinación. Más bien,
se considera que se trata de un cierto “defecto estructural”
del que nunca el que lo afirma se siente responsable. Si
tratamos de afrontar con cierta rigurosidad este problema
quizá deberíamos puntualizar que para alcanzar una
“buena coordinación”, en este caso entre los recursos y
profesionales de la protección infantil, resultaría impres-
cindible que todos los profesionales de los diferentes re-
cursos (1) sepan y lleguen al acuerdo sobre “lo que se
debe hacer”, (2) sepan y lleguen al acuerdo sobre “quién
debe hacer” cada una las partes de “todo” lo que se debe
hacer, (3) que se disponga de un documento en que se
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detallen por escrito las acciones que se deben llevar a ca-
bo en cada una de las situaciones que dichos profesiona-
les deben afrontar, y (4) que se utilice en dicho documento
una terminología precisa que permita que cada uno de los
profesionales implicados hagan una lectura muy similar
de los contenidos. 
Desde nuestro punto de vista, resulta de especial rele-

vancia considerar de manera simultánea el tema de la
posible descoordinación entre grupos profesionales con
el tema de la posible insuficiencia de recursos. La tan de-
seada coordinación entre profesionales no constituye un
objetivo en sí mismo. Se trata, evidentemente, de un me-
dio para alcanzar una intervención de mejor calidad con
los menores y sus familias. 
En el momento en que se procede a elaborar cualquier

documento que señala “todo lo que se debe hacer” en
cada uno de los casos en los que se presenta una sospe-
cha de desprotección infantil, es preciso añadir algunas
condiciones para que se alcance la deseada coordina-
ción entre profesionales, a la vez que se garantiza que a
los menores y a sus familias se les proporcionan los re-
cursos que harían posible alcanzar los objetivos que el
sistema de protección persigue: prevenir las situaciones
de desprotección y hacer desaparecer las ya existentes,
garantizar la satisfacción de las necesidades de los me-
nores, conseguir que los padres y/o madres puedan ser
suficientemente competentes para asumir la crianza de
sus hijos/as y paliar en los menores las consecuencias
derivadas de las situaciones de desprotección. 
Llevar a la práctica lo expuesto en el párrafo anterior

constituye una responsabilidad ineludible de los sistemas
públicos de Servicios Sociales. En términos concretos, re-
sulta imprescindible alcanzar mejoras muy relevantes en
los siguientes aspectos:
1. Capacidad de los profesionales de los Servicios So-

ciales de Base para llevar a cabo la investigación y
evaluación de las familias y los menores en posible si-
tuación de desprotección. 

2. Capacidad de los Servicios Sociales de Base para dis-
poner de programas de intervención con las familias
maltratantes que permitan que los menores puedan re-
sidir en sus domicilios una vez que sus padres hayan
alcanzado la capacitación suficiente para garantizar la
satisfacción de las necesidades de sus hijos/as.

Al revisar los posibles problemas de coordinación entre
los diferentes profesionales del sistema de protección in-
fantil nos hemos referido únicamente a la relación entre

los dos niveles de los Servicios Sociales. Pero en el sistema
de protección infantil juegan un papel muy relevante otros
recursos sociales, tales como los Juzgados y la Fiscalía, los
Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, el sistema
educativo y el sistema sanitario. Todos ellos han estado
muy implicados y han tenido un papel de gran relevancia
a lo largo de los últimos años en el desarrollo de recursos
dedicados a tratar las diferentes situaciones de desprotec-
ción infantil. Y la coordinación entre ámbitos de la admi-
nistración tan diferentes y entre profesionales de tan
diferente formación siempre resultará complicada. 
Pero resulta interesante observar cómo uno de los pun-

tos de fricción más relevantes entre diferentes agentes
implicados en las intervenciones con casos de desprotec-
ción infantil es el que se produce entre los profesionales
de los Servicios Sociales (de Base y Especializados) y los
profesionales de Salud Mental. No es preciso justificar
aquí que en un porcentaje importante de este tipo de ca-
sos existen necesidades de intervención psicológica, ya
sea con el propio menor, la familia en su conjunto, la
pareja o alguno de los padres. En algunos casos, ya se
llevaba a cabo una intervención por parte de los servi-
cios de salud mental antes de que se abriera un expe-
diente relacionado con la protección infantil. En otros, la
mayoría, la intervención por parte de los recursos de sa-
lud mental se inicia a partir de la evaluación llevada a
cabo con motivo de la recepción de una situación confir-
mada de desprotección infantil. Resulta interesante ob-
servar cómo los profesionales de los Servicios Sociales,
incluidos los psicólogos/as, consideran que las máximas
dificultades para trabajar de manera conjunta en el
planteamiento de los objetivos de la intervención y en el
desarrollo del tratamiento con este tipo de familias y me-
nores se producen con los profesionales de los recursos
de salud mental, tanto psiquiatras como psicólogos/as.
La capacidad de los recursos de salud mental para llevar
a cabo una actividad de intervención psicológica con es-
te tipo de casos es muy limitada. Pero si esto depende de
la ausencia de recursos suficientes, la comunicación en-
tre profesionales depende de la actitud con la que cada
uno afronta su rol en cada uno de los casos a los que se
enfrenta. Y en este caso, nuestra opinión es que la defi-
nición de los objetivos de intervención y la finalidad últi-
ma de la intervención, y por tanto, la coordinación de la
intervención es una responsabilidad de los profesionales
de los Servicios Sociales, a quienes, por otra parte, se les
debe exigir la adecuada formación para ello. 
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DOS NECESIDADES DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN
INFANTIL
El desarrollo de un “lenguaje común”
Pero la posible existencia de una escasa coordinación
entre profesionales y entre equipos profesionales y de la
falta de criterios comunes puede derivarse también de
otro problema que atañe no sólo a la protección infantil
en España sino también en el ámbito internacional y que
en buena medida puede hacerse extensivo a otros ámbi-
tos de la intervención psicosocial. 
Se trata de la ausencia de un “lenguaje común”, es de-

cir, de las limitaciones de este ámbito de actuación para
la utilización de una terminología con significados unívo-
cos que permita a los profesionales comunicarse con la
garantía de que se refieren al mismo tipo de situaciones
o al mismo tipo de actividad profesional o de recurso de
intervención cuando utilizan alguno de los términos que
los definen. 
En este punto se puede establecer una conexión entre

la distribución de funciones entre Servicios Sociales de
Base y Servicios Especializados y los problemas que se
pueden derivar de la utilización de una terminología
que no presenta significados claros y precisos. Tal y co-
mo se ha comentado más arriba, la clasificación básica
del tipo de casos con los que se trabaja en protección
infantil en España establece una diferenciación entre
los denominados “casos de riesgo” y los denominados
“casos de desamparo”. La Ley de Protección Jurídica
del Menor vigente desde 1995 es muy poco precisa a
la hora de definir ambas condiciones, a pesar de que
la propia Ley considera tal legislación como “innova-
dora”. Se dice textualmente “mientras en las situacio-
nes de riesgo, caracterizadas por la existencia de un
perjuicio para el menor que no alcanza la gravedad
suficiente para justificar su separación del núcleo fami-
liar…...en las situaciones de desamparo, donde la gra-
vedad de los hechos aconseja la extracción del menor
de la familia….”. 
Los casos “de riesgo” son competencia de los Servi-

cios Sociales de Base y los casos de “desamparo” de
los Especializados. La consideración de un caso como
“de riesgo” o de “desamparo” tiene, por tanto, una
gran relevancia desde el punto de vista de la organiza-
ción de los recursos de los servicios sociales. Si en los
Servicios Sociales de Base se considera que un caso
debe ser catalogado como “de riesgo”, en la mayoría
de las CCAA, los servicios especializados no llegan a

ser conocedores del mismo, con lo cual no hay ninguna
posibilidad de que se pudiera presentar algún tipo de
desacuerdo en la catalogación de dicho caso. Sin em-
bargo, si los Servicios Sociales de Base valoran que un
caso alcanza tal nivel de gravedad como para que de-
ba ser considerado como “desamparo”, debe haber un
acuerdo en tal consideración para que los Servicios Es-
pecializados procedan a la declaración de “desampa-
ro” y, por tanto, a la asunción de la tutela automática y
a la apertura de expediente. Por tanto, los desacuer-
dos, que se producen de manera bastante frecuente,
sólo pueden existir en el escaso porcentaje de casos en
los que una parte del sistema considera que se ha al-
canzado un determinado nivel de gravedad. No es po-
sible saber en la actualidad cuál sería el grado de
desacuerdos si todos los casos (tanto “de riesgo” como
“de desamparo”) tuvieran que ser evaluados por am-
bas partes del sistema de protección infantil. 
El problema que estamos tratando de presentar y des-

cribir surge porque en realidad, y tal y como se ha se-
ñalado anteriormente, resulta muy difícil encontrar
definiciones precisas y unívocas de lo que se entiende
por un “menor en situación de riesgo” a diferencia de
“un menor en situación de desamparo”. En realidad, lo
que se está queriendo decir con dichos términos es que
un caso “de riesgo” se caracteriza porque la despro-
tección no es lo suficientemente severa para llegar a
ser considerada como “desamparo”. Pero probable-
mente, estaríamos algo más cerca de lo que ocurre en
muchas situaciones si consideramos que un profesional
considera que un caso es “de riesgo” y no de “desam-
paro”, cuando no se precisa llevar a cabo la separa-
ción de su familia de origen. Es decir, que se tiende a
catalogar al caso en función de la medida que se cree
que se debe de tomar. Y esta medida depende de la
gravedad de la desprotección ocurrida, de la posibili-
dad de que se vuelva a repetir tal desprotección con un
grado elevado de severidad,  de las hipótesis realiza-
das sobre la posibilidad de la familia de modificar su
situación y, de manera muy relevante, de la propia ca-
pacidad de los Servicios Sociales de Base (es decir, de
los recursos disponibles) para afrontar la situación fa-
miliar con mínimas garantías de alcanzar cierto grado
de mejora. Resultaría interesante analizar si se reduci-
rían los porcentajes de casos de desamparo a medida
que los Servicios Sociales de Base van aumentando los
recursos dedicados a la intervención con las familias en
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situación de desprotección dirigida a preservar la pre-
sencia del menor en el núcleo familiar. 
En cualquier caso, con la mera utilización del término

“menor en situación de riesgo”, seguirá resultando casi
imposible de saber si un profesional se refiere a un ca-
so de “riesgo de desprotección”, a un caso de “despro-
tección leve” con riesgo de que se produzca algún
daño para el niño/a o, por ejemplo, a un caso de
“desprotección moderada”, en donde hay riesgo de
que se pueda alcanzar la situación de “desamparo”.
Algunas CCAA y Ayuntamientos han trabajado en los
últimos años para incluir en sus Manuales de Procedi-
miento una terminología alternativa que permita una
descripción de las diferentes situaciones con las que
trabajan ambos niveles de la Administración. En gene-
ral, se tiende a diferenciar los casos de “riesgo de des-
protección” de aquellos en los que ya se ha producido
tal desprotección y, dentro de estos, se tiende a esta-
blecer niveles de gravedad en función de unos criterios
estrictamente definidos. Se trata con estas iniciativas de
garantizar entre los profesionales la utilización de un
lenguaje común. En alguna CCAA, en concreto en el
País Vasco, se acaba de finalizar un interesante intento
de avanzar en este lenguaje común unificando entre to-
das las entidades competentes (Diputaciones y Ayunta-
mientos) una serie de criterios que permitan valorar
con la máxima fiabilidad la gravedad de las diferentes
situaciones de desprotección. 
Todos ellos son intentos concretos de abordar una de

las posibles razones de la denominada “escasa coordi-
nación” entre profesionales y, en concreto, la que se de-
riva de la utilización de una terminología inadecuada o
definida de manera insuficientemente precisa y de la au-
sencia de criterios unificados para establecer la conside-
ración de los niveles de gravedad de una determinada
situación de desprotección. 
No hay espacio suficiente en esta breve revisión para

referirse a otros términos habitualmente utilizados en es-
te ámbito de trabajo en los que se da la misma necesi-
dad de promover la utilización de un “lenguaje común”.
Pero los profesionales del sistema de protección infantil
conocen las dificultades que suelen existir para saber
exactamente lo que se quiere decir cuando se habla de
“valoración de un caso”, “trabajo con la familia”, “se-
guimiento”, etc. Pueden resultar evidentes para quien los
formula, pero probablemente no significan lo mismo pa-
ra todas las personas que los leen o los escuchan. 

LA ADECUACIÓN DE LOS RECURSOS A LAS 
NECESIDADES
Hemos analizado hasta aquí algunos temas relevantes
sobre la existencia en los Servicios Sociales de recursos
(profesionales principalmente) suficientes para realizar
con máximas garantías de éxito todas las funciones que
se haya considerado que se deben llevar a cabo con las
familias y los menores.  La dotación de recursos huma-
nos es probablemente la principal condición para poder
afrontar con éxito las muy complejas competencias de la
Protección Infantil. Pero tal dotación de recursos no es en
absoluto una garantía de que se pueda proporcionar a
los menores y sus familias la calidad exigible al sistema
de Protección Infantil. 
Creemos que es importante subrayar que la dotación

de recursos en los Servicios Sociales (de Base y Especia-
lizados) y en otros ámbitos de la administración (sani-
dad, educación, etc.) debe hacerse siguiendo un
principio básico que puede resultar elemental, pero que
en raras ocasiones se puede afirmar que se establece co-
mo prioridad. Nos referimos al principio de “adecuación
de los recursos a las necesidades”. 
En el caso de la protección a la infancia existe un acuer-

do generalizado basado en aportaciones rigurosas de ti-
po teórico y empírico según las cuales se considera que la
satisfacción de las necesidades psicológicas más relevan-
tes de los menores se consigue viviendo en una familia.
Por tanto, parece razonable que uno de los principios fun-
damentales de la intervención en protección infantil sea el
del mantenimiento del menor en su familia o su integra-
ción en una familia alternativa. Sólo en aquellos casos en
los que para el menor no sea beneficioso el proceso de
acogimiento familiar, se considera adecuado que éste viva
con otros menores en un recurso de acogimiento residen-
cial a cargo de profesionales especializados. 
La aplicación en protección infantil del principio de

adecuación de los recursos a las necesidades exige tener
claramente precisadas cuáles son en general, para cada
edad, las necesidades fundamentales de los menores y
cuáles son, en particular, las necesidades de cada uno
de los menores que son objeto de protección. A partir de
dicha evaluación de las necesidades de los diferentes
grupos de menores, la aplicación de dicho principio exi-
giría la existencia de recursos, suficientes en número y
suficientemente diversos en sus características, para ade-
cuarse a las necesidades de cada uno de los menores
objeto de protección. 
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Ya desde hace más de diez años se dispone en España
de un importante trabajo editado por el Ministerio de
Asuntos Sociales en el que se describen de una manera
precisa y rigurosa las necesidades de niños y niñas en
los diferentes momentos evolutivos, haciendo un especial
esfuerzo por diferenciar las necesidades emocionales,
cognitivas, sociales, etc. y por analizar la mejor manera
de cubrir dichas necesidades en los diferentes recursos
de la protección infantil (López, 1995).  Este documento
constituye una pieza básica para planificar las caracte-
rísticas de los diferentes recursos del sistema de protec-
ción infanti l .  Además, se puede aprovechar la
experiencia de algunos interesantes proyectos de investi-
gación que se han llevado a cabo en el contexto euro-
peo para poner en práctica este principio de adecuación
de los recursos a las necesidades (Little, Madge, Mount,
Ryan y Tunnard, 2000). 

A MODO DE CONCLUSIÓN
En este artículo se ha intentado presentar una revisión
sobre algunos aspectos del funcionamiento del sistema
de protección en España. A quien ha leído estas páginas
le resultará evidente que se trata de una revisión en la
que se incluyen una buena parte de valoraciones perso-
nales con las que se puede estar más o menos de acuer-
do o en desacuerdo. Pero el objetivo no era convencer a
nadie de lo que aquí se presenta sino promover la discu-
sión sobre algunos de los puntos que se han considerado
más relevantes para afrontar las necesarias mejoras en
nuestro sistema de protección infantil. 
En estas líneas finales se presentan algunas de las cues-

tiones que el autor considera más importantes de entre
los puntos tratados: 
1. Necesidad de garantizar que en el conjunto de Espa-

ña no existen diferencias sustanciales en la capacidad
para afrontar las situaciones de maltrato y para ha-
cerlo de forma que mejor garantice el máximo ajuste
personal y social de los menores que hayan sido vícti-
mas de maltrato infantil. 

2. Garantizar la capacidad de los recursos profesionales
de los Servicios Sociales de Base para llevar a cabo la
investigación y evaluación de las familias y los meno-
res en posible situación de desprotección con las má-
ximas garantías de que se puede hacer este trabajo
de manera completa y con garantías de validez.

3. Garantizar la capacidad de los Servicios Sociales de
Base para disponer de programas de intervención con

las familias maltratantes que permitan que los meno-
res puedan residir en sus domicilios una vez que sus
padres hayan alcanzado la capacitación suficiente
para garantizar la satisfacción de las necesidades de
sus hijos/as.

4. Garantizar el desarrollo de los recursos necesarios
para que se pueda disponer de suficientes familias
acogedoras en las que puedan residir de manera tem-
poral o definitiva todos los menores que no puedan
residir con su familia de origen y que sean suscepti-
bles de ser acogidos/as.

5. Garantizar la adecuación de los hogares y centros de
acogimiento residencial a las necesidades de todos los
menores para quienes este recurso se considere como
el único que dispone de los medios suficientes para
afrontar su problemática. Esto implica la necesidad de
disponer de diferentes tipos de recursos de acogimien-
to residencial adecuados a las necesidades y caracte-
rísticas específicas de cada grupo de menores. 

REFERENCIAS
Arruabarrena, M. I y De Paúl, J. (2002). Evaluación de

una propuesta de tratamiento para familias maltratan-
tes, negligentes y familias alto-riesgo. Intervención Psi-
cosocial, 11, 213-228.

Centro Reina Sofía (2002). Maltrato Infantil en la Fami-
lia. España (1997/98). Publicaciones del Centro Rei-
na Sofía para el estudio de la violencia. Serie
Documentos, vol. 4. Valencia.

De Paúl, J., Arruabarrena, M. I., Torres, B. y Muñoz, R.
(1995). La prevalencia del maltrato infantil en la Provin-
cia de Guipuzcoa. Infancia y Aprendizaje, 71, 49-58.

De Paúl, J. & Arruabarrena, M. I. (2003). Evaluation of
a treatment program for abusive and high-risk families
in Spain. Child Welfare, LXXXII, 413-442. 

González, O. (2000). Regulación Jurídica de la Protección
Infantil. En De Paúl, J. y Arruabarrena, M.I. (eds.). Ma-
nual de Protección Infantil. Masson. Barcelona.

Little, M., Madge, J., Mount, K., Ryan, M. y Tunnard, J.
(2000). Matching Needs and Services. Dartington
Academic Press. Dartington, UK. 

López, F. (1995). Necesidades de la infancia y protec-
ción infantil. Madrid. Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales. Madrid.

Saldaña, D., Jiménez, J. y Oliva, A. (1995). El maltrato
infantil en España: un estudio a través de los expedien-
tes de menores. Infancia y Aprendizaje, 71, 59-68.

LA INTERVENCIÓN PSICOSOCIAL EN PROTECCIÓN INFANTIL


